Radicación: 66170-31-04-001-2021-00074-02
Accionante: Brayan Stiven Soto Londoño
Accionado: Fiscalía 18 Local de Dosquebradas y otros
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / INMOVILIZACIÓN VEHÍCULO INVOLUCRADO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / EL COSTO DEL PARQUEADERO DEBE ASUMIRLO LA FISCALÍA GENERAL O LA AUTORIDAD JUDICIAL INSTRUCTORA DEL RESPECTIVO PROCESO.

… la posibilidad de mantener en vigencia o perpetuar la inmovilización de un vehículo involucrado en un siniestro de tránsito con lesionados, es en últimas una facultad de la cual goza la Fiscalía General de la Nación, representada en una medida cautelar para garantizar a futuro el resarcimiento del afectado con el suceso, no resulta pues de la voluntad del investigado, ya que tampoco se le confiere la potestad de decidir sobre ello, de manera que no constituye un contrato mediante el cual este se obligue a la cancelación de la suma de ningún emolumento por dicho concepto, pues no puede ser confundido con la inmovilización que se hace de los vehículos cuando se ha incurrido en una infracción a las normas de tránsito. (…)
Ley 769 de 2002… indica en su artículo 125 que: 

“La inmovilización en los casos a que se refiere este código, consiste en suspender temporalmente la circulación del vehículo por las vías públicas o privadas abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueaderos autorizados que determine la autoridad competente…”

Ahora, la regulación de esa disposición está consagrada más adelante en el artículo 128, modificado por la Ley 1730 de 2014, que expone de forma clara, y sin lugar a divagaciones en su inciso 9º que: “El anterior procedimiento no será aplicado a los vehículos que hayan sido inmovilizados por orden judicial, los cuales seguirán el procedimiento señalado por la ley, caso en el cual la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero.” (…)

La H. Corte Constitucional ya se ha pronunciado frente a este tema, y ha enseñado a través de su jurisprudencia que los gastos de parqueo y servicio de grúa generados por la inmovilización de un vehículo, corresponden durante toda la actuación a la respectiva autoridad judicial…

En el mismo sentido lo expresó la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, en Sentencia STP11138-2015 del 20 de agosto de 2015, sosteniendo la posición consistente en que no debe ser el investigado (o la víctima) quien asuma el pago de ese tipo de servicios…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida por parte del señor ALEXANDER DÍAZ SERNA, representante legal de Metroparqueadero NIT 10032869-7, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, tuteló los derechos fundamentales del señor BRAYAN STIVEN SOTO LONDOÑO Y DIANA PAOLA CUERO QUIÑONEZ. 
ANTECEDENTES:
Se pueden extraer como relevantes los siguientes: 

Refirió el accionante que el 14 de enero de 2021, la señora Diana Paola Cuero Quiñonez, compañera permanente del señor Brayan Stiven Soto Londoño, se vio involucrada en un accidente de tránsito en el municipio de Dosquebradas con lesionados, razón por la cual, la motocicleta en la que transitaba de placas FVR67, cuyo propietario es el señor Soto Londoño y el vehículo con el que colisionó, fueron inmovilizados, siendo trasladada la motocicleta al parqueadero Metroparqueadero, ubicado en el municipio de Dosquebradas, habiéndose asumido la investigación por parte de la Fiscalía 18 Local de Dosquebradas el 21 de enero de 2021.
En audiencia del 22 de abril de 2021, el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de Control de Garantías, negó a la parte accionante una solicitud de entrega del rodante, pues no contaba con certificado de tradición. 
Nuevamente el día 02 de junio de 2021, se realizó la solicitud allegando el documento faltante, misma fecha en la que se realizó audiencia y se ordenó la entrega provisional del vehículo.
De acuerdo con el accionante, al acercarse con el acta de entrega al Metroparqueadero, donde se encuentra la motocicleta, le hicieron saber que no podía retirarla hasta no haber pagado la suma de $1.742.216 discriminados así: $1.634.216 por la custodia del vehículo desde el día 14 de enero de 2021 hasta el día viernes 11 de junio de 2021, $58.000 por concepto de grúa y $50.000 por concepto de peritaje.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, el accionante solicitó el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, y gratuidad de la administración de justicia, y peticionó que la Fiscalía y el Juzgado comuniquen en 48 horas al Metroparqueadero, el acta que ordena la entrega del vehículo; que se exonere del pago de los costos y se entregue de inmediato y sin condicionamientos el vehículo, y que se ordene que los trámites administrativos tendientes al pago de costos al metroparqueadero, sean resueltos con la Fiscalía y el Organismo de Tránsito de Dosquebradas. 

ANTECEDENTES PROCESALES:

· Admisión: 

La acción fue admitida por el Despacho de primera instancia el día 15 de junio de 2021 y ordenó correr traslado a la Fiscalía 18 local de Dosquebradas, al administrador de Metroparqueadero o a quien haga sus veces, al Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas con Función de Control de Garantías y a la Secretaria de Tránsito o a quien haga sus veces. 

· Intervenciones: 
1. La Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, a través de Ángela Jazmín Hidalgo Escobar, como titular de esa Oficina: argumentó el 18 de junio 2021 que en el caso de hechos que constituyen acción penal por los que se inmovilicen vehículos, las autoridades de tránsito tienen funciones de policía judicial y a su vez los vehículos son responsabilidad de la Dirección Ejecutiva de la Rama Judicial, de manera que el Organismo de Tránsito no tiene competencia o responsabilidad ante el asunto.
2. La Fiscalía 18 Local de Dosquebradas, a través de la Dra. Lilia Beatriz Mejía Jiménez: el 21 de junio de 2021 adujo que fue diligente en su actuar e hizo entrega del vehículo una vez acreditados los documentos necesarios, y que por ello no hay vulneración al debido proceso. 
Recalcó que el accionante hizo la solicitud 3 meses después del accidente, y llenó los requisitos 41 días más después. Seguidamente también hizo referencia a no estar enterada de si se hizo o no el retiro del vehículo, en cuyo caso, si el accionante hizo pago de los costos y requiere reembolso del dinero, una tutela no es la herramienta idónea y por el contrario se debe realizar una demanda ante la jurisdicción civil. 
3. El Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas a través del señor Juez, César Augusto Román Román: argumentó el 21 de junio de 2021 que ese Despacho ordenó la entrega provisional del vehículo, y que en adelante la custodia del mismo se encontraba a cargo de la Fiscalía General de la Nación, quien debe materializar esa orden. En consecuencia, considera que el Juzgado no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante pues realizó la resolución del caso. 
4. El Metroparqueadero, a través de su administrador y representante legal, señor Edwin Alexander Díaz Serna: alegó en escrito del 22 de junio de 2021 que no existe prueba alguna en la actuación, ni consta que el accionante se haya dirigido a sus instalaciones y haya presentado el acta de entrega del vehículo y que, por el contrario, solo conoció de esta hasta la notificación de la tutela pues no le hicieron notificación de tal acta, de igual manera, manifestó que nunca hubo manifestación alguna por parte del accionante de que los costos no debían ser asumidos por él. 
Por estas razones solicitó que se denieguen las pretensiones de la parte actora.
· Sentencia: 

El 28 de junio de 2021, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas tuteló los derechos reclamados en los siguientes términos:
“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de los cuales son titulares los ciudadanos BRAYAN STIVEN SOTO LONDOÑO Y DIANA PAOLA CUERO QUIÑONEZ, por las razones anotadas en la parte motiva. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, SE ORDENA al Establecimiento Metroparqueadero representado por EDWIN ALEXANDER DÍAZ SERNA que deberá́ disponer la entrega inmediata vehículo con placas FVR67, sin exigirle para ello ningún requisito diferente a la presentación de los documentos que acrediten la identidad del reclamante y/o la propiedad sobre aquel rodante.
TERCERO: Advertir que los trámites administrativos relacionados con el pago de los gastos ocasionados hasta el momento de la entrega, deberán ser resueltos de manera conjunta entre el mencionado establecimiento, la Fiscalía General de la Nación- Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero y el Organismo de Tránsito de Dosquebradas”.
En contra de la anterior decisión, el señor Edwin Alexander Díaz Serna, en su condición de administrador y representante legal de Metroparqueadero, presentó dentro del término legalmente previsto el recurso de impugnación. 

· Sinopsis de la impugnación:
En el escrito de impugnación presentado por el recurrente, se manifiesta que la Jueza de instancia no hizo ningún análisis sobre la procedencia de la acción de tutela como mecanismo subsidiario, y que por reiteración jurisprudencial, la Corte Constitucional ha dicho que la acción de tutela no es un mecanismo paralelo para la resolución de conflictos, de manera que mientras exista un mecanismo de defensa idóneo para la protección de los derechos, este debe ser agotado antes de acudir al juez constitucional. Citó para ello, entre diversas referencias, la sentencia SU-111 de 1997.
Consideró que adicional al tema de la procedencia, el debate se debió centrar en que no se cumplió la carga que tenía el accionante de presentar la orden de entrega del vehículo, en otras palabras, no se probó que al Metroparqueadero se le haya presentado el acta de entrega del vehículo conformidad con el Código General del Proceso, ni que el establecimiento haya hecho exigencia de alguna cantidad de dinero por costos, de manera que el fallo de la juez se basaría en pruebas inexistentes.

Sobre la vulneración al debido proceso, argumenta que no hubo entorpecimiento para el retiro del vehículo, puesto que hasta la notificación de la tutela no se habían enterado de la existencia del acta provisional de entrega del vehículo, generando una inconsistencia de tiempo, modo y lugar que incluso no corresponde con la manifestación económica que fue exigida según el accionante, de modo que no se puede endilgar responsabilidad al Metroparqueadero pues no hay constancia de recibido del documento. 
Finalmente, considera que la juez tomó su decisión meramente a través de cotejo jurisprudencial, al alejarse de los hechos debidamente probados y darle excesivo valor a la manifestación del accionante, resolviendo a su arbitrio y violando el principio de congruencia. 

Bajo tales argumentos solicitó que se revoque el fallo proferido.
· Nulidad: 

El presente asunto arribó a la Sala en pretérita ocasión, y el 08 de septiembre de 2021, mediante acta de aprobación Nro. 707 se decretó la nulidad del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, pues se encontró que no se realizó notificación del fallo de tutela a los señores Brayan Stiven Soto Londoño y Diana Paola Cuero Quiñones, quienes en comunicación con la Auxiliar Ad Honorem del Despacho manifestaron no conocer del fallo ni su sentido, y posteriormente manifestaron su disposición de deprecar nulidad de la acción por cuanto se seguían presentando dificultades para la entrega de la motocicleta. 

Tal decisión se tomó en observación al numeral 8vo del artículo 133 del Código General del Proceso, aplicable por remisión normativa del artículo 2.2.3.1.1.3 del decreto 1069 de 2015, de allí que se ordenara al Juzgado de origen que rehiciera la actuación notificando en debida forma a la parte accionante. 
Una vez realizada la notificación pertinente al señor Soto Londoño, transcurrió el término previsto sin que este como accionante impugnara la decisión, por lo que en vista de los hechos procesales que anteceden, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas el 23 de septiembre de 2021 concedió en efecto devolutivo la impugnación interpuesta por la accionada METROPARQUEADERO y procedió a remitir la acción nuevamente a esta Sala para proveer. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico: 

Le corresponde establecer a la Colegiatura si la sentencia de primer nivel estuvo ajustada a derecho, o por el contrario hay lugar a revocarla o modificarla por no haber efectuado un correcto análisis de las pruebas habidas en la actuación, así como de las reglas de procedibilidad de la tutela. 

3. Solución: 

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución, es un mecanismo procesal que tiene por objeto la protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando estos sean violados o se presente amenaza de conculcación. 

Sobre el debido proceso: 
El artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, susceptible naturalmente de protección por vía de tutela, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier individuo involucrado en un proceso, que los trámites propios de dicha actuación se llevarán a cabo con estricta sujeción a las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa, y en general, en cualquier tipo de diligencia que conlleve consecuencias jurídicas directas para la persona.
Sobre la inmovilización de los vehículos implicados en accidentes de tránsito: 
El artículo 250 de la Constitución le impone a la Fiscalía General de la Nación, en su ejercicio de adelantar la investigación penal, el deber de propender por los derechos de las víctimas que se deriven de la comisión de un posible ilícito. Es con ocasión del cumplimiento de tal deber de rango Constitucional, que el Código Penal y el de Procedimiento Penal, contemplan ambas en el artículo 100, ciertas medidas especiales para aquellos eventos en que ocurre un accidente de tránsito, caso en el cual el vehículo se pone, en principio, a disposición del ente acusador, quien establecerá si se cumplen los requisitos para la entrega provisional del mismo hasta tanto se culmine la respectiva investigación, o se garantice de alguna otra manera la indemnización o reparación del afectado, así como también está facultado para ordenar su entrega definitiva cuando no lo considere como útil o necesario dentro del proceso. 
De lo anterior, se puede inferir que la posibilidad de mantener en vigencia o perpetuar la inmovilización de un vehículo involucrado en un siniestro de tránsito con lesionados, es en últimas una facultad de la cual goza la Fiscalía General de la Nación, representada en una medida cautelar para garantizar a futuro el resarcimiento del afectado con el suceso, no resulta pues de la voluntad del investigado, ya que tampoco se le confiere la potestad de decidir sobre ello, de manera que no constituye un contrato mediante el cual este se obligue a la cancelación de la suma de ningún emolumento por dicho concepto, pues no puede ser confundido con la inmovilización que se hace de los vehículos cuando se ha incurrido en una infracción a las normas de tránsito.
Para sustentar lo anterior, basta con acudir a lo consagrado la Ley 769 de 2002 “por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones”, la cual indica en su artículo 125 que: “La inmovilización en los casos a que se refiere este código, consiste en suspender temporalmente la circulación del vehículo por las vías públicas o privadas abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueaderos autorizados que determine la autoridad competente, hasta que se subsane o cese la causa que le dio origen, a menos que sea subsanable en el sitio que se detectó la infracción.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)

Ahora, la regulación de esa disposición está consagrada más adelante en el artículo 128, modificado por la Ley 1730 de 2014, que expone de forma clara, y sin lugar a divagaciones en su inciso 9º que: “El anterior procedimiento no será aplicado a los vehículos que hayan sido inmovilizados por orden judicial, los cuales seguirán el procedimiento señalado por la ley, caso en el cual la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original) 
En cuanto al caso en concreto, es claro que al señor Brayan Stiven Soto Londoño, las autoridades de tránsito del municipio de Dosquebradas le inmovilizaron una motocicleta de su propiedad, la que fuera conducida por su esposa, y ello se debió a la ocurrencia de un accidente automovilístico, razón por la que ese rodante fue puesto en días posteriores a disposición de la Fiscalía General de la Nación, trasladándole con ello la competencia del asunto a esta última, la cual, en teoría, se entiende responsable de aquel bien que ha venido siendo custodiado en el parqueadero denominado como patios Metroparqueadero, ubicado en el municipio de Dosquebradas. 
La H. Corte Constitucional ya se ha pronunciado
 frente a este tema, y ha enseñado a través de su jurisprudencia que los gastos de parqueo y servicio de grúa generados por la inmovilización de un vehículo, corresponden durante toda la actuación a la respectiva autoridad judicial: 

“Cuando un vehículo es aprendido, como en el presente caso, la administración en principio debe conducirlo a los patios, creados y destinados para el cumplimiento del citado servicio, salvo que el particular, consienta en depositarlos en otros lugares, como parqueaderos o talleres que prestan o desarrollan un objeto similar.

3. Suele suceder que un parqueadero, al mismo tiempo, desarrolle las dos formas de servicio, es decir, preste las actividades de patios y parqueo. Al respecto ha señalado el Consejo de Estado, “...en este tipo de establecimientos, se prestan servicios de custodia de vehículos mediante dos modalidades: a) como patios, cuando son inmovilizados por orden de autoridad competente, con duración indefinida mientras se levanta la orden de inmovilización y sin que cuente para nada el ánimo del propietario para dejar allí su carro; y, b) como parqueadero, evento en el cual el vehículo es depositado a voluntad de quien lo conduce, durante lapsos esencialmente mensurables, con recepción de recibo de depósito generalmente traducido en un registro de la hora de ingreso, identificación del depositante y placas del vehículo y sujeto a tarifas establecida por hora o fracción de hora...”. En este caso, el desarrollo de la actividad de patios, tiene su origen en contratos de concesión que celebran las entidades de tránsito y transporte con los parqueaderos privados.

Por lo cual, es evidente que entre las dos modalidades de servicio, existen diferencias que determinan su cobertura y obligaciones. Ciertamente, tratándose de patios, los vehículos son depositados sin mediar la voluntad de su dueño, asumiendo la autoridad competente todas las obligaciones y responsabilidades por su vigilancia y cuidado, y requiriendo para su entrega, la orden de autoridad mediante la cual se subsane la causa que dio origen a su inmovilización. Mientras que en relación con el servicio de parqueo, los automotores son depositados por el querer del propietario, siendo él, el responsable de los costos y gastos que produzca su atención y vigilancia.

4. Ahora bien, en el evento en que un vehículo es inmovilizado y depositado en un patio, o en un parqueadero, por orden de autoridad competente, ¿quién debe cancelar el valor de los citados servicios?

(…) cuando un automotor es trasladado a un patio, el sujeto titular del bien no presta su consentimiento en la decisión, circunstancia por la cual, es impredicable la existencia de una relación contractual, ya que “condicio sine qua non” de la misma, es la existencia previa de un acuerdo de voluntades.
(…)

Ante la ausencia de relación contractual, es necesario acudir al ordenamiento jurídico para precisar si existe un mandato normativo que imponga la susodicha obligación. Es así como, en materia de investigación, instrucción y en general en el desarrollo de la causa penal, no existe una orden normativa que establezca el gravamen por parte del sindicado de soportar las expensas derivadas de la prestación de la actividad de patios, circunstancia por la cual, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, es decir, de la autoridad competente.”
En el mismo sentido lo expresó la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, en Sentencia STP11138-2015 del 20 de agosto de 2015, sosteniendo la posición consistente en que no debe ser el investigado (o la víctima) quien asuma el pago de ese tipo de servicios, teoría que aplicó en la resolución del caso concreto:   
“En el presente asunto se observa que en la Fiscalía 2ª de Los Patios cursó investigación penal con ocasión del accidente de tránsito en el que se vio comprometido el automóvil de placas URG-727, de propiedad de la aquí accionante, el cual fue retenido por la Policía de Carreteras y dejado luego a disposición de dicha autoridad judicial… 

Lo anterior demuestra que la dueña del automotor no prestó su consentimiento para el traslado al parqueadero denominado COMERCIALIZADORA ANFA LTDA. y, por lo tanto, no existió ningún tipo de contrato que hiciera exigible el cobro de los gastos ocasionados con el cuidado y vigilancia.”
Así mismo, en otro pronunciamiento (Sentencia STP12190-2015 del 10 de septiembre de 2015), dijo esa Alta Corporación que: 

“… Desde ya ha de señalar la Sala que la sentencia del Tribunal a quo será confirmada, porque es el mismo recurrente quien en el escrito de impugnación hace referencia a lo estatuido en la Ley 1730 de 2014 , que en el artículo 1º, inciso 9º, establece que frente a los vehículos inmovilizados por orden judicial, “la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero”.

5. Precisión que sirve para señalar que le corresponde no solo asumir los costos por parqueo del vehículo inmovilizado sino el rubro por concepto de “grúa”, habida cuenta que ello hace parte del proceso de preservación del automotor durante su traslado hasta las instalaciones de custodio.

6. Además, no puede desconocerse que demostrado está que la situación que involucró la inmovilización preventiva del vehículo de placa CFB - 085 no fue considerada una infracción de tránsito, como se quiere hacer ver, sino producto de un hecho que actualmente se investiga por el presunto delito de lesiones personales culposas, situación que no es desconocida por el Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión - Cali de la Fiscalía General de la Nación”.
De igual manera, en un pronunciamiento más reciente, la Sala de Decisión de Tutelas No. 3 de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Magistrado Jaime Humberto Moreno Acero, dentro de la acción de tutela STP15698-2019, Radicación n°. 107757, del 18 de noviembre de 2019 sostuvo que: 

“… de acuerdo a lo establecido en la jurisprudencia constitucional (CC T-1000/01 y T-748/03), cuando al interior de un proceso penal son detenidos automotores, la autoridad judicial que los tiene a su disposición debe sufragar los gastos de parqueadero de los mismos.

Esto, por cuanto, en las causas penales los vehículos son depositados en patios sin mediar la voluntad de su dueño, asumiendo la autoridad competente todas las obligaciones y responsabilidades por su vigilancia y cuidado, y requiriendo para su entrega, la orden de autoridad mediante la cual se subsane la causa que dio origen a su inmovilización (CC T-1000/01).

Pese a ello, la misma ha precisado que esa carga la asume dicha autoridad sólo hasta cuando permanezca bajo su disposición el bien aprehendido, pues luego de levantada la medida y autorizada la entrega a su propietario, cesa la obligación de la Fiscalía o de los jueces de cubrir esos gastos, debido a que de allí en adelante es responsabilidad del propietario el retiro de los patios. (Cfr. CC T-748/03).

Igualmente, destaca que cuando un parqueadero presta el servicio de patio, es decir, recibe automotores retenidos por orden judicial competente, hasta el momento en el cual se levante la decisión que dio origen a la inmovilización no existe una relación contractual que permita el cobro de las expensas de cuidado y vigilancia.

Por tanto, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, esto es, de la autoridad competente, y no del usuario de la justicia. 

En adición, afirma que no le es dable a ningún parqueadero omitir el cumplimiento de un mandamiento judicial en el cual se ordene la entrega incondicional de un automotor, por estimar que tiene derecho a retenerlo por la omisión en el pago. Con ello, se sustrae de la ejecución de una orden imperativa, incumpliendo sin justa causa una resolución judicial (Cfr. CC T-1000/01).

(…)
En principio, un vehículo retenido debe ser conducido a un patio, sin embargo, puede ocurrir que en materia de tránsito y no en el desarrollo de las causas penales, el particular decida que a su costo, tenga lugar la inmovilización en un parqueadero o taller independiente, evento en el cual, surge un contrato de depósito (artículo 2236 del Código Civil en armonía con el 1170 del Código de Comercio), que obliga al sujeto a cumplir cabalmente todas las obligaciones que se suscitan de la citada relación personal, entre ellas, las expensas derivadas del cuidado y conservación del bien.

La citada opción, no tiene ocurrencia en materia penal, ya que la finalidad de la adopción de la medida consiste en mantener inalterable el objeto material de la conducta punible, circunstancia que limita la voluntad del titular por el principio de conservación de la prueba. (Negrilla propia)

Motivo anterior que lleva a afirmar, una vez inmovilizada la motocicleta de placas GXD-84E, posterior a la ocurrencia de un accidente de tránsito por el que se inició la actuación penal por el ilícito de lesiones personales culposas; no hay lugar a exigirle a su propietario el pago de dineros por cuenta del servicio de parqueadero, luego de autorizada su entrega provisional. Esto, debido a que los dineros adeudados por tal prestación, deben ser sufragados por la autoridad judicial que tenía el bien a su disposición.

Como consecuencia, para que se lleve a cabo la entrega del bien en mención a José de Jesús Castañeda Fraile, por parte del parqueadero Unión Temporal Circulemos Chía, basta con que presente la comunicación donde la Fiscalía Primera Local de Chía decreta la misma, pues ésta se dispuso sin condicionamiento alguno”.
Ahora, en lo que tiene que ver con el argumento de discrepancia formulado por el representante del Metroparqueadero, quien indica que en el expediente no hay constancia de que el accionante hubiera acudido a ese lugar a hacer ninguna gestión para la reclamación del rodante, debemos inicialmente hacer alusión a lo indicado por el señor Brayan Stiven, a quien se le pidió información al respecto por vía telefónica por parte de la Auxiliar Judicial Ad Honorem del Despacho sustanciador, de lo cual se dejó constancia respectiva, el propietario de la moto en cuestión, sostuvo que una vez fue autorizada la entrega del rodante por parte del Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, se acercó con el acta de entrega provisional hasta Metroparqueadero e hizo la reclamación verbal del vehículo, sin embargo, no le brindaron información por escrito, únicamente le dijeron que debía correr con todos los gastos para poder que se materializara la entrega, ahora, según el señor Brayan, para ese entonces se le estaba exigiendo el pago de 1.742.216, mientras que el impugnante en su escrito de discrepancia señaló que ese valor era equivocado porque el pago que debía hacerse ascendía a los 1.786.384, pero debe tenerse en consideración que, obviamente, la alzada se presentó varios días después de la reclamación inicial que hiciera el accionante, y resulta bastante particular que la el valor que mencionó el accionante en su escrito se acerque tanto a la cifra que da el parqueadero, luego, no se podría sospechar que el señor Soto tuviera tal capacidad para adivinar cuánto era lo que se le adeudaba al parqueadero sin haberse acercado jamás a pedir información y solicitar la entrega de la motocicleta. 

Además, lo dicho por el Despacho de primer nivel, que, dígase desde ahora, es concordante con la línea de pensamiento de esta Sala de Decisión, no hace ningún señalamiento directo en contra del impugnante, pues el debate se centró en determinar sobre quién recaería el pago de los gastos de parqueadero, que, como claramente se indicó, no podía recaer en el dueño de la motocicleta, lo que no se traduce en la imposibilidad de ese establecimiento para realizar la reclamación a que haya lugar ante las autoridades encargadas del pago. 

Lo dicho hasta ahora permite determinar que le asistió razón al despacho de primer nivel en su decisión, la cual se habrá de mantener incólume, 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas tuteló el derecho fundamental al debido proceso del señor BRAYAN STIVEN SOTO LONDOÑO.
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado






Magistrado
� Sentencias T-1000 de 2001 y T 748 de 2003 (entre otras) 
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